Radicación: 66001-60-00-035-2010-01662-02
Acusado: Eduardo de Jesús Sánchez Ramírez
Delito: Homicidio Culposo
Asunto: Apelación de sentencia 

Decisión: Confirma

RIESGO PERMITIDO Y PRINCIPIO DE CONFIANZA/ Responsabilidad penal al realizar maniobra automovilística sin adoptar las suficientes precauciones respecto de otros vehículos que tienen prelación por la condición de la vía/ Ausencia de prueba de concurrencia de culpas
“(…) el conductor del autobús tendría la prelación por tratarse de un vehículo que se desplazaba en sentido contrario y en línea recta del taxi en el momento en el que hizo el giro hacia la izquierda (…) razón por la que era lógico esperar por parte del piloto del taxi que tuviera la debida cautela, prudencia o cuidado al momento de hacer dicho giro, el cual, acorde con la normativa transcrita, se puede catalogar como de permitido, siempre y cuando se tomen las previsiones del caso al momento de efectuarlo. 

Tal situación es indicativa que el conductor del autobús, o sea el Sr. LUÍS ALBERTO PARRA, se encontraba amparado bajo los postulados del principio de confianza, y en consecuencia en tal virtud le asistía la válida expectativa consistente en que los demás automotores que transitaban por la vía le respetaran el derecho a la prelación vial que detentaba, lo cual no aconteció con el conductor del vehículo tipo taxi de placas SJU 019 piloteado por el señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, quien hizo un giro imprudente, lo que conllevó a la ocurrencia de los trágicos acontecimientos ya sabidos por todos.” 

“Plantea también el recurrente que el conductor de la buseta influyó a que se produjera el accidente porque a su parecer mintió al manifestar que transitaba a una velocidad aproximada de 30 km/h cuando la velocidad era mayor; sobre el particular es necesario mencionar que fue realmente imposible por parte del físico forense hacer un estimativo sobre la velocidad a la que se desplazaban los rodantes involucrados en el hecho, ante la ausencia de evidencias en el lugar tales como huella de frenado, derrape, arrastre metálico o zona de impacto, por lo que la aseveración del Letrado se torna aventurera si se tiene en cuenta que por su parte no se ofreció en el devenir de la actuación procesal algún elemento probatorio para llevar al juicio y tratar de desvirtuar la teoría del caso esgrimida por el Ente Acusador.”
“Sobre cuál era la velocidad máxima permitida en la zona del accidente, vale resaltar que no se encontró en el lugar alguna señalización al respecto, lo cual es indicativo que la velocidad permitida para los vehículos de servicio público era de 80 km/h tal como lo manifestó en su informe el Técnico Forense CONRADO BELTRÁN ROBAYO (…)”
“(…) a pesar que en la comisión del delito de homicidio culposo que conllevó a la muerte (…) se vio involucrado el Sr. LUÍS ALBERTO PARRA, en su calidad del conductor del autobús que colisionó con el taxi pilotado por el Procesado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, la imputación jurídica del resultado que conllevó al deceso del óbito solo se le debe endilgar al Procesado SÁNCHEZ RAMÍREZ en atención a que por contrariar los presupuestos que orientan la teoría del riesgo permitido y el principio de confianza, creó un riesgo jurídicamente desaprobado durante el ejercicio de una actividad catalogada como peligrosa, como lo es la conducción de vehículos automotores. 

Cita: LÓPEZ DÍAZ, Claudia, en “Comentarios a los Códigos de Penal y de Procedimiento Penal”, 1ª Edición. Ediciones Universidad Externado de Colombia. 2002.
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Pereira, veinte (20) abril de dos mil dieciséis (2016)
Hora: 8:10 a.m.
Aprobado por Acta # 327 del 20 de abril de 2016.

VISTOS:
Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de la sentencia condenatoria proferida el 20 de agosto del 2.014 por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira dentro del proceso adelantado en contra del señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ quien fue acusado por la Fiscalía de incurrir en la presunta comisión del delito homicidio culposo. 
ANTECEDENTES:
Los hechos que originaron la presente actuación procesal tuvieron su génesis el día 19 de abril de 2010, a eso de las 11:40 horas, en la vía que de Pereira conduce hacia Armenia, a la altura del Km 33+410 frente al motel “Ámasis”, cuando la presunta pareja conformada por el señor RENE QUINTANA CAYCEDO y la señora VIVIANA ANDREA VARELA PERDOMO se trasladaba en un taxi conducido por el señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ con dirección hacia el aludido motel. 

Según lo dicho por la Fiscalía en el pliego de cargos, el taxi   al momento de hacer el cruce de la calzada contraria para entrar al establecimiento atrás mencionado fue impactado por otro vehículo que se movilizaba en la ruta Armenia-Pereira, un bus de la flota occidental conducido por el señor LUÍS ALBERTO PARRA, lo que arrojó como resultado graves lesiones a los ocupantes del taxi quienes fueron trasladados hacia centros médicos de la ciudad, donde minutos después fallecieron como consecuencia de las heridas sufridas en el accidente de tránsito.
LA ACTUACIÓN PROCESAL:
Se reiteran los supuestos fácticos y la actuación procesal ya relatados en auto del 5 de noviembre de 2015 por esta Corporación y se ahondará con la actuación desplegada en la audiencia de juicio oral, quedando de la siguiente manera: 

“El día cuatro de noviembre de 2011, ante el Juez Sexto Penal Municipal con funciones de Control de Garantías, se realizaron las audiencias preliminares, en las cuales la Fiscalía formuló imputación al señor Eduardo de Jesús Sánchez Ramírez por el delito de homicidio culposo, cargos que no fueron aceptados por el imputado. 

El día seis de marzo de 2012 se dio inicio a la audiencia de Formulación de Acusación en la cual la Fiscalía acusó formalmente al imputado del cargo de Homicidio Culposo, se realizó el reconocimiento de calidad de víctimas, y descubrimiento probatorio por parte de la Fiscalía.

Dos meses después -El día 11 de mayo del 2012- se da inicio a la audiencia preparatoria en la que se realiza el proceso de admisión y rechazo de medios probatorios”
La audiencia de juicio oral, se desarrolló en sesiones adelantadas el 3 y 4 de octubre de 2013 y el 7 de abril de 2014 donde se anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio por el delito de homicidio culposo cometido en la persona de RENÉ QUINTANA CAYCEDO, pues respecto a la señora VIVIANA ANDREA VARELA PERDOMO se decretó la preclusión de la investigación luego de haberse indemnizado los perjuicios a sus familiares. 

Finalmente, el 20 de agosto de 2014, se adelantó la audiencia de lectura de sentencia, la cual fue objeto de apelación por parte de la Defensa. 
LA SENTENCIA IMPUGNADA:

Como se dijo antes, se trata de la sentencia proferida el veinte (20) de agosto de dos mil catorce (2.014) por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito local, en la cual fue declarada la responsabilidad criminal del Procesado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ por incurrir en la presunta comisión del delito de Homicidio Culposo, figurando como víctima quien en vida respondiera al nombre de RENÉ QUINTANA CAYCEDO.
Como consecuencia de dicha declaratoria de responsabilidad criminal el Procesado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ fue condenado a la pena de treinta y dos (32) meses de prisión, al pago de una multa de $13.729.900, y a la privación del derecho de conducir vehículos automotores por el término de 48 meses, e inhabilitación de derechos y funciones públicas por el mismo tiempo de la pena de prisión, concediéndosele la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Los argumentos invocados por la Jueza A quo para declarar la responsabilidad criminal del señor SÁNCHEZ RAMÍREZ se basaron en primer lugar en el informe pericial de necropsia, inspección técnica a cadáver y registro civil de defunción para dar por sentado el fallecimiento del señor QUINTANA CAYCEDO como consecuencia de politraumatismo contundentes generados en un accidente de tránsito, y en segundo lugar, en las declaraciones vertidas en juicio por el agente de tránsito JAIME ALBERTO TABARES BONILLA quien manifestó haber realizado el informe del accidente, considerando que la causa del mismo había sido el cambio inadecuado de carril por parte del conductor del taxi ya que la prelación de la vía la tenía la buseta. 

De igual forma la A quo tuvo en cuenta el testimonio absuelto por el señor LUÍS ALBERTO PARRA, conductor de la buseta, quien narró que el día de los hechos se encontraba lloviendo mientras cubría la ruta Armenia-Pereira y de un momento a otro a la entrada de un motel, llegando a esta ciudad, un taxi sin hacerle alguna señal para girar, se le atravesó sin darle tiempo de parar a pesar que él transitaba a una velocidad aproximada de 30 km/h. Asimismo el fallo se fundamentó en el testimonio de CONRADO BELTRÁN ROBAYO, quien concluyó que el taxista no tomó las precauciones para hacer el giro. 

Todas esas declaraciones le sirvieron de fundamento la Sra. Jueza A quo para concluir que el señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ actuó imprudentemente y sin pericia al decidir atravesar el carril que conduce de Armenia a Pereira. 
Con base en los anteriores argumentos, y ante la falta de pruebas por parte de la Defensa, la Jueza de primera instancia procedió a declarar la responsabilidad criminal del señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, acorde con el cargo por el cual fue llamado a juicio.
LA APELACIÓN:

El Defensor como recurrente, al fundamentar el recurso plantea que la Fiscalía no fue objetiva en el momento de adelantar la presente investigación en atención a que se limitó a investigar la conducta del indiciado y no de los dos conductores que intervinieron en el accidente de tránsito, ya que a su parecer el conductor de la buseta también fue imprudente y negligente al punto de señalar que su actuar influyó en la muerte de los pasajeros de taxi, resaltando que es imposible que la buseta transitara a una velocidad de 30 km/h como lo asevera su conductor porque de ser así no se habrían generado los daños que ya se conocen.  

Refiere igualmente que las pruebas aportadas por el Ente Acusador no tenían la contundencia necesaria para desvirtuar la presunción de inocencia del señor SÁNCHEZ RAMÍREZ, aduciendo que estuvieron centradas únicamente en demostrar que éste habría realizado una maniobra imprudente para ejecutar el cambio de carril, agregando que las versiones del investigador de campo ABELARDO CAMPO PINZÓN y el policía de carreteras JAIME ALBERTO TABARES BONILLA fueron contradictorias, en el sentido de determinar si era o no permitido el giro, para finalmente referir que el fallo de condena estuvo basado en pruebas amañadas, sin criterio técnico ni soporte científico.   

Concluye su intervención indicando que la Jueza A quo permitió la introducción tardía de la tarjeta decadactilar del acusado cuando ésta no le había sido descubierta a la Defensa y ya el Tribunal al resolver la apelación propuesta, había confirmado la exclusión de ese medio de prueba.

Por todo lo anterior, solicita se revoque la decisión de instancia y se profiera sentencia de carácter absolutorio. 
El Representante de la Victima como no recurrente, a través de escrito coadyuvado por el Delegado Fiscal, manifiesta que la Fiscalía demostró con sus pruebas la teoría del caso presentada, la cual estuvo enfocada en señalar como responsable del fatídico accidente al conductor del taxi en el momento en que aventuradamente decidió abandonar su calzada realizando una maniobra altamente peligrosa. 

Expone que si la Defensa planteaba que la causa eficiente del accidente la produjo el conductor de la Buseta “Flota Occidental” por transitar con exceso de velocidad, tenía le carga procesal de demostrarlo pero no lo hizo, y los peritos tampoco pudieron establecer la velocidad a que se movilizaban los vehículos, ante la ausencia de evidencias como huellas de frenado, arrastre, derrape, entre otras. 

Arguye que si el conductor del taxi pretendía realizar el cambio de carril, el cual aparentemente sí es permitido, debió hacerlo de una manera muy cuidadosa y con la absoluta seguridad que iba a invadir una calzada sobre la cual no tenía la prelación. Agrega que en los lugares de la vía donde no esté demarcada la velocidad permitida para transitar deberá entenderse que es de 80 km/h de conformidad a lo dispuesto en la ley 1239 de 2008.
Por último, señala de aventurada e irrespetuosa la intervención del abogado defensor al referir que el fallo se basó en pruebas amañadas, olvidando que él como parte del proceso estaba en el deber de controvertirlas, solicitando la práctica de pruebas que beneficiaran a su representado, pero no fue así porque no solicitó ningún elemento para llevar al juicio, quedando demostrado que la causa eficiente del accidente la produjo únicamente el señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, conductor del taxi que en forma intempestiva apareció en la calzada por donde transitaba la buseta. Por lo mismo, solicita que la sentencia de primera instancia sea confirmada. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

Competencia:

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una Sentencia proferida por un Juzgado Penal del Circuito que hace parte de este Distrito Judicial, esta Sala de Decisión Penal, según las voces del # 1º del artículo 34 C.P.P. sería la competente para resolver la presente Alzada.
Problema jurídico:

Acorde con los argumentos del disenso esgrimido por el recurrente, considera la Sala que han sido propuestos los siguientes problemas jurídicos: 
¿El acervo probatorio aducido al juicio cumplía con los requisitos exigidos por el artículo 381 C.P.P. para demostrar el compromiso penal del acusado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ? 
¿La A quo no aprecio en debida forma las pruebas practicadas en el juicio oral, las cuales alcanzaban a demostrar la ausencia de responsabilidad criminal del EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, como consecuencia del comportamiento imprudente asumido por el Sr. LUÍS ALBERTO PARRA en su calidad de conductor de la buseta que colisionó con el vehículo donde se movilizaba como pasajero la víctima?
Solución:

Previamente a decidir sobre los puntos objeto de alzada, debe el Tribunal, como garante de la legalidad de la actuación, dejar consignado que este trámite estuvo regulado por las normas que orientan el debido proceso previsto en el artículo 29 de la Constitución Política y por ende no se observa afectación a los derechos o garantías fundamentales del acusado, por manera que no contiene ninguna irregularidad que pueda invalidar lo actuado y que en forma oficiosa deba ser declarada. 
Al tener en cuenta los puntos modulares de las tesis propuestas por el recurrente y el no recurrente, las cuales básicamente giran en torno a determinar a quién se le debe imputar la responsabilidad en el deceso de quien en vida respondiera al nombre de RENÉ QUINTANA CAYCEDO, como consecuencia del ejercicio de una actividad peligrosa -conducción de un vehículo automotor-, se hace necesario determinar si en el presente asunto tuvo ocurrencia algún tipo de incremento del riesgo jurídicamente permitido, ya sea por parte del procesado o por parte del conductor del bus con el que colisionó el taxi piloteado por el acusado, para así determinar a quien se le debe imputar jurídicamente el resultado generado como consecuencia del indebido ejercicio de dicha actividad peligrosa, o sea la muerte del hoy óbito RENÉ QUINTANA CAYCEDO. 
Para poder encontrar una solución al anterior entuerto, como punto de partida debemos tener en cuenta que acorde con la estructura dogmática de corte finalista-funcionalista adoptada por el legislador en la expedición del Código Penal vigente -Ley 599 del 2000-, para que una conducta pueda pregonarse como punible debe existir una relación de causalidad entre la acción y el resultado, pero dicha causalidad no solo debe ser de estirpe naturalística, sino que de igual manera debe tener connotaciones jurídicas, razón por la que el artículo 9 del C.P. es categórico en afirmar que “La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado”.
Lo antes expuesto indica que la causalidad es uno de los elementos integrantes del tipo objetivo, por lo que de manera obvia, sin la existencia de ella, no se puede estructurar el juicio de adecuación típica. Pero es de anotar que dicha relación de causalidad habida entre la acción típica y el resultado tiene una doble connotación naturalística y jurídica, lo cual tiene como propósito contrarrestar los efectos nocivos de teorías causalistas, vg. La teoría de la condictio sine qua non en aquellos fenómenos delictivos en los cuales se presentaba la concurrencia de varias causas o concausas que de consuno incidieron en el resultado lesivo del ilícito.


Entre las distintas teorías propuestas para ofrecer una explicación de la naturaleza jurídica de la relación de causalidad habida entre acción y resultado, la que mejor aceptación ha tenido es la denominada teoría de la imputación objetiva o imputación jurídica del resultado, la cual ha sido expuesta tanto por la escuela finalista (HANS WELZEL; CLAUS ROXIN) como la funcionalista (GÜNTER JAKOBS), cuyo fin específico se centra en analizar el sentido social de un comportamiento prohibido, y establecer si esa prohibición es relevante para el derecho penal.
Acorde con la doctrina especializada, “los elementos de la imputación objetiva son: relación de causalidad en los delitos comisivos; creación de un riesgo jurídicamente desaprobado; y relación de riesgos, es decir que el riesgo permitido creado por el sujeto es el mismo que se concreta en el resultado..….”
.

Al analizar los anteriores elementos en el caso en estudio se tiene que inicialmente estamos en presencia de un delito comisivo: Homicidio Culposo, el cual fue generado como consecuencia de la colisión acaecida entre el autobús conducido por LUÍS ALBERTO PARRA y el taxi piloteado por EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, lo que a su vez produjo el deceso de quien en vida respondía por el nombre de RENE QUINTANA CAYCEDO.
De igual forma no existe duda alguna que los hechos ocurrieron como consecuencia del ejercicio de una actividad peligrosa como lo es la conducción de vehículos automotores, por lo que para determinar quién de los conductores incurrió en la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado, debemos acudir a las teorías del “Riesgo Permitido” y el “Principio de Confianza”
.
En virtud de la teoría del riesgo permitido se parte del supuesto que existen una serie actividades que por su naturaleza y las amenazas que generan ya sea para la comunidad o para la vida o la integridad de quienes hacen parte de la misma, se pueden catalogar como peligrosas, Vg. la conducción de automotores, el manejo de explosivos, intervenciones quirúrgicas, etc,  pero por la utilidad que representan han sido toleradas, permitidas o aceptadas socialmente siempre y cuando se cumplan una serie de requisitos consignados en reglamentos, leyes, códigos de ética, entre otros.

Lo antes expuesto nos estaría indicando que una actividad riesgosa se torna en no permitida o desaprobada en aquellos eventos en los cuales no existe una reglamentación de la misma, o cuando a pesar de existir la misma ha sido desconocida o vulnerada por parte del sujeto agente.
A su vez el principio de confianza parte del supuesto consistente en que en el tráfico social o laboral, cuando una persona se comporta acorde con lo requerido por la norma tiene la expectativa razonable de esperar que los demás miembros de la comunidad también actúen conforme a la misma, por lo que no debe responder por la conducta de aquellos que la han infringido o desconocido. Entonces para que proceda el principio de confianza, que implica no responder por los hechos o acciones de otro, se requiere de la presencia de dos tipos de comportamientos generados dentro de un ámbito de interrelaciones sociales: el efectuado por una persona acorde con los parámetros legales y reglamentarios, y el realizado por otra u otros que no se encuentran en consonancia con tales parámetros. A dichos conductas se le debe adicionar una especie de ingrediente subjetivo, en virtud del cual quien actúa conforme a los parámetros legales y reglamentarios, tiene derecho a esperar que las demás personas se comporten de igual manera.
En el caso en estudio, acorde con el acervo probatorio, se tiene que el accidente ocurrió en el momento en el que el vehículo tipo taxi de placas SJU 019 piloteado por el señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, transitaba por el carril derecho, sentido Pereira-Armenia, la cual se encuentra demarcada con doble línea continua, y en el instante en que realizaba un giro a la izquierda para ingresar al motel ”Ámasis” de esta ciudad, es impactado en el costado lateral derecho y parte trasera por un autobús de servicio público afiliado a “Flota Occidental” que cubría la ruta Armenia-Pereira, el cual se desplazaba por el carril contrario.

Ahora, en lo que tiene que ver con las características del teatro de los acontecimientos, las pruebas habidas en el proceso nos señalan que se trata de una via recta en buen estado, de una calzada de doble carril
 demarcada con línea central continua, ubicada en un área rural, que para la época de los hechos se encontraba húmeda.
Si a lo anterior le adicionamos todo lo dicho por el Testigo JAIME ALBERTO TAVARES, quien conceptuó que las causas del accidente correspondieron a un cambio inadecuado de carril, y le aplicamos las disposiciones sobre prelaciones en intersecciones y giros consagrados en el artículo 70 del Código Nacional de Tránsito, el cual reza: 
“ARTÍCULO 70. PRELACIÓN EN INTERSECCIONES O GIROS. Normas de prelación en intersecciones y situaciones de giros en las cuales dos (2) o más vehículos puedan interferir:

Cuando dos (2) o más vehículos transiten en sentido contrario por una vía de doble sentido de tránsito e intenten girar al mismo lado, tiene prelación el que va a girar a la derecha; en las pendientes, tiene prelación el vehículo que sube.

En intersecciones no señalizadas, salvo en glorietas, tiene prelación el vehículo que se encuentre a la derecha.

Si dos (2) o más vehículos que transitan en sentido opuesto llegan a una intersección y uno de ellos va a girar a la izquierda, tiene prelación el vehículo que va a seguir derecho…..”
.

Seria válido colegir que el conductor del autobús tendría la prelación por tratarse de un vehículo que se desplazaba en sentido contrario y en línea recta del taxi en el momento en el que hizo el giro hacia la izquierda con el propósito de ingresar hacia el motel “Amasis”, razón por la que era lógico esperar por parte del piloto del taxi que tuviera la debida cautela, prudencia o cuidado al momento de hacer dicho giro, el cual, acorde con la normativa transcrita, se puede catalogar como de permitido, siempre y cuando se tomen las previsiones del caso al momento de efectuarlo. 
Tal situación es indicativa que el conductor del autobús, o sea el Sr. LUÍS ALBERTO PARRA, se encontraba amparado bajo los postulados del principio de confianza, y en consecuencia en tal virtud le asistía la válida expectativa consistente en que los demás automotores que transitaban por la vía le respetaran el derecho a la prelación vial que detentaba, lo cual no aconteció con el conductor del vehículo tipo taxi de placas SJU 019 piloteado por el señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, quien hizo un giro imprudente, lo que conllevó a la ocurrencia de los trágicos acontecimientos ya sabidos por todos. 

Pero además de no respetar el Procesado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ la prelación vial, es probable, como bien nos lo indica el dictamen pericial # DRC-FOT-072-2011 rendido por el experto CONRADO BELTRÁN ROBAYO, que haya omitido hacer alguna señal direccional para indicar a quienes venían en sentido contrario sobre la maniobra que pretendía realizar, desconociendo a su vez con su actuar, lo dispuesto en el 67 de Ley 769 de 2002 que reza: 

“ARTÍCULO 67. UTILIZACIÓN DE SEÑALES. Todo conductor está obligado a utilizar las señales direccionales de su vehículo para dar un giro o para cambiar de carril. Sólo en caso de emergencia, y ante la imposibilidad de utilizar las señales direccionales, deberá utilizar las siguientes señales manuales:

Para cruzar a la izquierda o cambio de carril sacará el brazo izquierdo y lo extenderá horizontalmente.

(…)

PARÁGRAFO 1º. En carreteras o vías rápidas, la indicación intermitente de la señal direccional deberá ponerse por lo menos con sesenta (60) metros de antelación al giro, y en zonas urbanas, por lo menos con treinta (30) metros de antelación”

Lo antes expuesto le estaría indicando a la Sala que por parte del actuar del Procesado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ se contrariaron las disposiciones que reglamentan el tránsito automotor al momento de realizar la maniobra con la que pretendía acceder al motel, puesto que a pesar de contar con dos opciones para indicar al conductor del autobús que iba a girar, no realizó ninguna de las dos: ni la señal manual en casos de emergencia ni mucho menos acudió al sistema direccional. 

De acuerdo a lo anterior, se puede afirmar que por parte del Procesado se produjo un indebido incremento del riesgo jurídicamente permitido, en atención a que al efectuar de manera imprudente el giro desconoció las normas que regulaban el tránsito automotor. Tal situación deja sin piso   las discrepancias propuestas por el recurrente cuando afirma que los testigos de la Fiscalía ABELARDO CAMPO PINZÓN y JAIME TABARES BONILLA incurrieron en contradicciones porque no lograron establecer si el giro en ese sentido –izquierdo- era prohibido o no, pues como ya se dijo el mismo puede realizarse siempre y cuando se tomen las extremas precauciones y sobre todo respetando la prelación vial que tienen los vehículos que se desplazan por ese carril. 

Es que no puede el Defensor escudarse o tratar de distraer la atención para centrar la discusión en la prohibición o no del giro, cuando lo realmente importante en este asunto y más allá de establecer si éste era permitido, estaba enfocado en determinar si el viraje que su representado realizó hacia la izquierda invadiendo el carril contrario por donde transitaba la buseta para ingresar al Motel “Ámasis”, se hizo de manera prudente y con toda la pericia del caso de manera que no pusiera en peligro a otros vehículos o peatones, o si por el contrario fue un actuar aventurado el cual tuvo como resultado la fatal colisión, que lo que en últimas la Fiscalía con las pruebas allegadas al proceso demostró. 
Plantea también el recurrente que el conductor de la buseta influyó a que se produjera el accidente porque a su parecer mintió al manifestar que transitaba a una velocidad aproximada de 30 km/h cuando la velocidad era mayor; sobre el particular es necesario mencionar que fue realmente imposible por parte del físico forense hacer un estimativo sobre la velocidad a la que se desplazaban los rodantes involucrados en el hecho, ante la ausencia de evidencias en el lugar tales como huella de frenado, derrape, arrastre metálico o zona de impacto, por lo que la aseveración del Letrado se torna aventurera si se tiene en cuenta que por su parte no se ofreció en el devenir de la actuación procesal algún elemento probatorio para llevar al juicio y tratar de desvirtuar la teoría del caso esgrimida por el Ente Acusador.

Sobre cuál era la velocidad máxima permitida en la zona del accidente, vale resaltar que no se encontró en el lugar alguna señalización al respecto, lo cual es indicativo que la velocidad permitida para los vehículos de servicio público era de 80 km/h tal como lo manifestó en su informe
 el Técnico Forense CONRADO BELTRÁN ROBAYO, luego de transcribir del art. 107 de la Ley 769 de 2002 modificado por el art. 2 de la ley 1239 de 2008 que reza:
"Artículo 107. Límites de velocidad en carreteras nacionales y departamentales. En las carreteras nacionales y departamentales las velocidades autorizadas para vehículos públicos o privados, serán determinadas por el Ministerio de Transporte o la Gobernación, según sea el caso teniendo en cuenta las especificaciones de la vía. En ningún caso podrá sobrepasar los 120 kilómetros por hora.

Para el servicio público, de carga y de transporte escolar el límite de velocidad en ningún caso podrá exceder los ochenta (80) kilómetros por hora….”
.  
Con lo anterior se entiende despejada la duda del apelante sobre el tema de la velocidad a la que debían desplazarse los rodantes por ese lugar, resaltándose como se dijo antes que no hubo forma de verificar si los conductores EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ y LUÍS ALBERTO PARRA, cumplían o no dicho mandato legal. 
En resumidas cuentas la realidad probatoria habida en el proceso señalaba que como consecuencia de un comportamiento imprudente y contrario a los reglamentos de tránsito y transporte asumido por parte del Procesado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, se produjo el deceso de RENÉ QUINTANA CAYCEDO y de la dama que lo acompañaba, acreditándose de esa forma el requisito de la relación de riesgos, requerido como uno de los presupuestos de la aludida teoría de la imputación objetiva. 

Con base en lo anteriores argumentos, la Sala concluye que las pruebas habidas en el proceso tenían la contundencia y la relevancia suficiente como para desvirtuar la presunción de inocencia que amparaba al Procesado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, razón por la que la Jueza A quo estuvo atinada cuando procedió a declarar su responsabilidad penal con base en lo acreditado con las pruebas llevadas al juicio por parte del Ente Acusador.

De igual forma se tiene que a pesar que en la comisión del delito de homicidio culposo que conllevó a la muerte de quien en vida respondía por el nombre de RENÉ QUINTANA CAYCEDO se vio involucrado el Sr. LUÍS ALBERTO PARRA, en su calidad del conductor del autobús que colisionó con el taxi pilotado por el Procesado EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, la imputación jurídica del resultado que conllevó al deceso del óbito solo se le debe endilgar al Procesado SÁNCHEZ RAMÍREZ en atención a que por contrariar los presupuestos que orientan la teoría del riesgo permitido y el principio de confianza, creó un riesgo jurídicamente desaprobado durante el ejercicio de una actividad catalogada como peligrosa, como lo es la conducción de vehículos automotores. 

Así las cosas, y al no asistirle la razón a la tesis de discrepancia propuesta por la recurrente en la presente alzada, la Sala no tiene una opción diferente a la de confirmar lo decidido por la Jueza A quo en el fallo opugnado.
Por el mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

Primero: Confirmar en todas sus partes la sentencia proferida el  20 de agosto de 2014, por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, en la cual fue declarada la responsabilidad del señor EDUARDO DE JESÚS SÁNCHEZ RAMÍREZ, por incurrir en el delito de homicidio en la modalidad culposa.

Segundo: Contra de la presente decisión, procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado dentro de los términos de ley.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

Radicación:	66001-60-00-035-2010-01662-02


Acusado:	Eduardo de Jesús Sánchez Ramírez


Delito:	Homicidio Culposo  


Asunto: 	Apelación sentencia condenatoria


Procede:	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira


Decisión: 	Confirma fallo confutado











� LÓPEZ DÍAZ, CLAUDIA, en “Comentarios a los Códigos de Penal y de Procedimiento Penal, pagina # 94, 1ª Edición. Ediciones Universidad Externado de Colombia. 2.002.


� Las anteriores hacen parte de un ramillete de Teorías y de Principios pregonados por las Escuelas Finalistas y Funcionalistas que propenden determinar cuándo una conducta genera un riesgo que deba ser catalogado como “jurídicamente desaprobado”.


� Informe pericial de accidente de tránsito Fl. 12


� Negrillas fuera del texto.


� Pg. 4 y 5 del Informe de laboratorio de fotografía forense. Fls. 47 y 48 del encuadernado.


� Negrillas fuera del texto.
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